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introducción

historia y memoria 
del terrorismo en el país vasco

(1982-1994)

Entre principios de los años ochenta y mediados de la dé-
cada siguiente el País Vasco experimentó una extraordi-
naria transformación. Algunos de los avances más impor-

tantes que se produjeron en el terreno político, social, económico 
y cultural tuvieron lugar durante el primer lustro de este periodo y 
fueron consecuencia directa del desarrollo del autogobierno sur-
gido tras la aprobación del Estatuto de Autonomía. Como han 
recordado los historiadores Luis Castells y Félix Luengo, los años 
que transcurrieron entre 1980 y 1984 fueron determinantes en el 
devenir de Euskadi. 
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Durante ese quinquenio se puso en pie la estructura autonómica 
del País Vaso con hitos tan relevantes como la formación de un Go-
bierno y de un Parlamento propios, o la adopción de elementos sim-
bólicos específicos con los cuales construir o reforzar una identidad, 
a la par que se iban asumiendo importantes competencias que fueron 
dotando de capacidad de gestión a la nueva administración vasca1.

La etapa que se abrió para el País Vasco a principios de la déca-
da de los años ochenta del siglo XX estuvo marcada por un doble 
desafío: la puesta en marcha de las nuevas instituciones autonómi-
cas y el necesario avance en las negociaciones con la administración 
central para ir delimitando la transferencia de las competencias de-
finidas en el Estatuto de Autonomía. En este contexto, el amplio 
respaldo electoral otorgado al PNV por los ciudadanos, la ausencia 
voluntaria de Herri Batasuna del Parlamento Vasco, la debilidad de 
la Unión de Centro Democrático –un partido en descomposición 
que terminaría prácticamente por desaparecer– y la posición un tan-
to ambigua del PSOE, facilitaron la hegemonía de los jeltzales, que 
fueron fortaleciendo su proyecto político, identificándolo de algún 
modo con la propia Comunidad Autónoma2. 

Todo ello tuvo lugar, además, en un periodo especialmente 
complicado por otro tipo de cuestiones. La profunda crisis eco-
nómica que había comenzado a hacerse notar a mediados de la 
década anterior fue uno de los problemas más importantes de 
aquella época. Presionado por las instancias europeas, el gobierno 
socialista de Felipe González formado tras la arrolladora victoria 
del PSOE en las elecciones generales de octubre de 1982, se vio 
obligado a adoptar durísimas políticas de ajuste y reconversión 
industrial para afrontar la crisis de un sector envejecido que había 
crecido de manera desproporcionada, amenazando seriamente el 
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futuro económico del país en vísperas de su entrada en la Comu-
nidad Económica Europea3. Las drásticas medidas que impuso 
el ejecutuvo conllevaron la destrucción de decenas de miles de 
puestos de trabajo. Esta situación dio lugar a un ciclo de protestas 
obreras que fueron lideradas por las organizaciones sindicales de 
clase. El objetivo de estas últimas se centró, básicamente, en tratar 
de evitar la tajante reducción de las plantillas de los sectores en 
crisis o el cierre definitivo de las empresas afectadas, lo que desen-
cadenó duros enfrentamientos entre trabajadores de las empresas 
afectadas y las Fuerzas de Orden Público. Algunos de los inciden-
tes más graves tuvieron lugar en 1984 en el País Vasco y fueron 
protagonizados por los obreros de la factoría del astillero Euskal-
duna de Bilbao. La violencia que se generó durante las protestas 
y la contundente respuesta de la Policía contribuyeron a difundir 
una imagen negativa de esta última, a quien se seguía vinculando 
con la represión del régimen franquista. Fueron tiempos de huel-
gas y conflictos, de enfrentamientos callejeros entre las FOP y 
los trabajadores que afectaron especialmente a los núcleos fabriles 
que tuvieron un enorme impacto en la sociedad vasca. En pocos 
años el tejido industrial que se había ido levantando a lo largo de 
un siglo, todo aquel abigarrado espacio de fábricas, astilleros, ta-
lleres y almacenes que había sido el origen del desarrollo del País 
Vasco, se vio desmantelado casi por completo4. 

Sin embargo, mientras todo esto ocurría, el Estatuto de Au-
tonomía permitió a las provincias vascas, convertidas ya en una 
Comunidad Autónoma, dotarse de todo un entramado de institu-
ciones y servicios de primer orden, desde aquellos que afectaban 
a la educación y la protección social hasta los que sirvieron para 
levantar uno de los sistemas sanitarios más completos y avanzados 
del momento. Como ha recordado Antonio Rivera, la puesta en 
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marcha y el despliegue de la Ertzaintza o la televisión pública vasca, 
con una importantísima dotación económica, constituyeron otros 
dos elementos fundamentales para comprender y valorar el alcance 
del desarrollo institucional que se produjo en aquella época5. En 
paralelo, los excepcionales niveles de autogobierno en el terreno 
fiscal, gracias a la peculiaridad del Concierto Económico y del sis-
tema del cupo, contribuyeron a sostener con recursos aquel com-
plicado escenario hasta lograr remontar una década más tarde la 
crítica situación económica que había provocado la crisis industrial.

No fue la única crisis que se produjo en el País Vasco durante 
aquella época. El PNV, que estaba al frente de las instituciones de 
la CAV casi de forma hegemónica, sufrió una convulsión interna a 
mediados de la década de los años ochenta. La Ley de Territorios 
Históricos y la concepción del país que estaba detrás de ella, die-
ron lugar a una pugna interna dentro del partido que terminó por 
abrir una brecha en el seno de esta formación en torno al lideraz-
go de dos personalidades políticas tan fuertes como las del lehen-
dakari Carlos Garaikoetxea y el presidente de la formación jeltzale, 
Xabier Arzalluz. Este enfrentamiento, que desgarró al PNV, acabó 
materializándose en una escisión que daría lugar a la irrupción 
de una nueva formación política nacionalista, Eusko Alkartasuna. 
Como ha recordado Santiago de Pablo,

...la escisión de EA provocó una importante fractura en el seno 
del nacionalismo democrático, precisamente cuando este se hallaba 
en el momento de mayor éxito de toda su historia, y abrió una nueva 
etapa en la historia reciente del País Vasco. Tras seis años en los que 
el PNV había podido sentar en solitario las bases del autogobierno 
vasco, contando con un poder sin precedentes a nivel autonómico, 
foral y municipal, la ruptura dio paso a una mayor fragmentación 
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del campo nacionalista y a un decenio largo de gobiernos vascos de 
coalición entre el PNV y el PSE que permitió dotar de estabilidad a 
la compleja y convulsa política vasca, al menos hasta finales de los 
años noventa6.

Pero el mayor problema, el más dramático, fue el que desató 
el terrorismo, especialmente el de ETA, el único que contó con 
un considerable apoyo político a través de la coalición Herri Ba-
tasuna, una formación que representaba su proyecto y justificaba 
sus acciones. El terrorismo abertzale rompió la convivencia, coartó 
la libertad, extendió el miedo en el País Vasco entre un importante 
sector de la sociedad y estigmatizó a sus víctimas hasta reducirlas a 
la nada. Idoia Estornés publicó en 2013 un espléndido libro con un 
título verdaderamente demoledor: Cómo pudo pasarnos esto7. Casi diez 
años después del final del terrorismo y cincuenta desde que aque-
lla organización comenzase a asesinar los historiadores tratamos 
de dar respuesta a esa terrible pregunta. Cómo fue posible que el 
terrorismo arraigase con tanta fuerza en el País Vasco y provocase 
tanto dolor, y sobre todo, cómo llegó a tener tal grado de apoyo 
y legitimación en una sociedad desarrollada (en algunos aspectos) 
como la vasca, con unos niveles de bienestar social y autogobierno 
que situaban a esta Comunidad Autónoma durante todo el periodo 
que duró este fenómeno a la cabeza de las zonas con mayor nivel 
de vida y dotaciones sociales de toda España, compitiendo incluso 
con algunos de los países europeos más desarrollados. 

El historiador Fernando Molina ha profundizado en esta cues-
tión y su análisis enraíza con todo lo ocurrido durante los años 
setenta en el País Vasco8. La aparición de ETA como un sujeto co-
lectivo, con la pretensión de encarnar la voluntad del pueblo vasco y 
de representar una nueva versión de los gudaris de la Guerra Civil, 
capaz de impartir una peculiar justicia y vengar con sus acciones 
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violentas la derrota sufrida en 1937, había logrado introducir en el 
tramo final de la dictadura un elemento fundamental en esta nueva 
versión de lo vasco como sinónimo de antifranquista que siguió 
perviviendo en el imaginario abertzale a lo largo de los años ochen-
ta, noventa y prácticamente hasta el final de ETA. La irrupción 
de aquella organización surgida en el segundo franquismo había 
logrado, tras la movilización social que se produjo en el Juicio de 
Burgos, encarnar y casi monopolizar la imagen de un País Vasco 
alzado en armas contra una España que había terminado con sus 
libertades y que se negaba en una democracia puesta en cuestión 
por el mundo abertzale, a devolver a todos derechos arrebatados 
por la fuerza a los vascos. Esta visión sesgada de la historia siguió 
perviviendo dentro de una comunidad como aquella, endogámica 
y cerrada, que justificaba la violencia de ETA, impermeable a los 
importantes avances que se estaban produciendo en todos los ór-
denes, un grupo cohesionado en torno a toda una serie de lugares 
comunes y referencias simbólicas en medio de una sociedad como 
la vasca, que a principios de los años noventa parecía haber aban-
donado la pesada herencia del franquismo gracias al progresivo 
desarrollo de su autogobierno. Sin embargo, a pesar de los impor-
tantes avances que se experimentaron en todos casi todos los ór-
denes, la difusión de esta identidad y su asunción acrítica por una 
parte significativa de la sociedad vasca, fue un factor fundamental 
para consolidar y reafirmar los elementos propios de una comu-
nidad definida por toda una serie de rasgos autorreferenciales que 
sirvieron para legitimar la violencia como instrumento político9. 

Pero dentro del mundo abertzale radical que apoyaba la violen-
cia también se produjeron algunas fracturas importantes, aunque 
solo afectasen a una parte de aquella comunidad. El abandono 
definitivo de las armas por parte de los miembros de ETApm VII 
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Asamblea en 1982 y la decisión de reinsertarse en la sociedad fue 
un proceso complejo que alimentó una cierta esperanza en torno 
al final del terrorismo. El 30 de septiembre de aquel año los diri-
gentes de esta organización comparecieron a cara descubierta en 
rueda de prensa ante los medios de comunicación y anunciaron 
que abandonaban definitivamente la violencia. Su decisión tuvo 
un enorme impacto mediático y político. El proceso de negocia-
ción que habían iniciado unos años antes los líderes de Euskadiko 
Ezkerra, Mario Onaindia y Juan María Bandrés con el ministro 
del Interior Juan José Rosón desembocó finalmente en la desapa-
rición de los polimilis. Sin embargo, a pesar de los efectos positi-
vos que tuvo aquella noticia, la operación acordada entre ambas 
partes obligó al Estado de Derecho a adoptar algunas decisiones 
políticas y judiciales tan excepciones como irregulares10. Las más 
importantes (y dolorosas) afectaron a las víctimas de las acciones 
de ETApm. La imposición de una serie de medidas de gracia de 
dudosa legalidad para lograr el fin de aquella organización signi-
ficó, en realidad, una amnistía encubierta que perdonó los críme-
nes de sus militantes, incluidos todos los asesinatos que quedaban 
pendientes por juzgar. La escasa presencia pública de las víctimas 
y su insignificante capacidad de influencia política en aquellos mo-
mentos echaron al olvido uno de los capítulos más sangrientos y 
descarnados de nuestra historia más reciente. Todo ello en aras 
de la reinserción política y social de quienes habían empuñado las 
armas y dejado un reguero de cadáveres para imponer sus ideas11. 

Si hubo alguna esperanza de que aquella decisión tan excep-
cional significase un paso importante que acelerase el final del 
terrorismo en el País Vasco y la rama militar de ETA siguiese sus 
pasos, esta se desvaneció en pocos días. El 5 de octubre de 1982 
fue asesinado un camarero portugués llamado Joao Ribeiro de 
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Aguiar Nalda. Su cuerpo sin vida apareció abandonado al lado de 
una carretera entre las localidades vizcaínas de Baquio y Bermeo. 
Nadie reivindicó al atentado, pero la munición utilizada por sus ase-
sinos y otra serie de indicios apuntaron hacia ETAm12. Tres días más 
tarde, el 8 de octubre, los CAA asesinaron en Pamplona a Alberto 
Toca Echevarría, director de la Mutua de Accidentes de Trabajo 
Asepeyo, a quien los autónomos acusaron de estar relacionado con 
círculos de la extrema derecha. Fue la estrategia habitual que usaron 
ETA y otros grupos terroristas de su entorno a lo largo de su his-
toria (véase capítulo VII)13. La habitual retahíla de sus comunicados 
acusadores tuvo fundamentalmente dos efectos: justificar los asesi-
natos ante la comunidad que apoyaba el terrorismo y estigmatizar a 
las víctimas extendiendo sobre ellos todo tipo de difamaciones.

La organización terrorista y su brazo político dejaron patente 
que no estaban dispuestos en absoluto a secundar la decisión adop-
tada por la dirección de ETApm. Para los milis la lucha que habían 
emprendido y los motivos que la justificaban seguían tan presen-
tes como el primer día. A los ojos de ETAm y su entorno político 
los polimilis y Euskadiko Ezkerra, cuyos líderes habían posibilita-
do aquella operación, pasaron a convertirse en los arrepentidos, los 
traidores a la causa. La renuncia al terrorismo ensancharía aún más 
la brecha abierta tras la escisión que había sufrido la organización en 
1974. ETAm y HB arremetieron con inusitada dureza contra todos 
aquellos que aceptaron la legalidad española y se acogieron de un 
modo u otro a las medidas de reinserción. Cualquiera que rompiera 
con la férrea disciplina impuesta por los milis tendría que estar dis-
puesto a pagar un alto precio, como se vería más tarde. 

La arrolladora victoria del PSOE en las elecciones generales 
del 22 de octubre de 1982 no varió ni un ápice la decisión de 
ETA. La organización seguiría recurriendo al terrorismo como 
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instrumento político para doblegar al Estado de Derecho. El ene-
migo seguía siendo España. Lo había sido bajo el régimen fran-
quista y lo sería en democracia, tanto con la UCD como con los 
socialistas. Poco importaron a ETA los importantes avances que 
se estaban produciendo en el desarrollo del autogobierno del País 
Vasco durante aquellos años.

Tan solo unos días después de la victoria del PSOE en las elec-
ciones generales los dirigentes de HB Txomin Ziluaga, Jon Idígoras 
y Jokin Goristidi ofrecieron una rueda de prensa para valorar los 
resultados y dieron un titular que ha quedado para la historia: «El 
voto a HB es un voto a ETA»14. A nadie, ni dentro ni fuera de la 
coalición abertzale, sorprendió aquella afirmación, sobre todo por-
que unos días antes de los comicios la rama militar de la organiza-
ción terrorista había pedido expresamente el voto para HB, como lo 
seguiría haciendo a lo largo de su historia. Pero el hecho de que lo 
manifestaran públicamente los propios dirigentes de esta formación 
tenía un significado especial. La estrecha relación que existió entre 
ambas y la supeditación del brazo político a la banda terrorista sería 
uno de los motivos que terminó llevando a la ilegalización de Bata-
suna muchos años más tarde. Sin embargo, en 1982, sin una Ley de 
Partidos (2002) y en un ambiente general de absoluta impunidad, 
aquellas manifestaciones apenas tuvieron consecuencias.

La terrible sombra del terrorismo parapolicial reapareció en 
1983 de la mano de los Grupos Antiterroristas de Liberación 
(GAL), y contribuyó a seguir alimentando dentro del mundo na-
cionalista la visión sesgada de dos bandos enfrentados que utiliza-
ban la violencia para imponer sus respectivos proyectos políticos, 
algo que nunca existió. Como ya apuntamos en el primer tomo de 
este estudio, el terrorismo practicado primero por grupos ultras 
y parapoliciales hasta principios de los años ochenta y a partir de 
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1983 por los GAL, organizado y financiado por los más altos car-
gos del Ministerio del Interior, nunca tuvo un respaldo significati-
vo en el País Vasco. Sus acciones fueron condenadas por todas las 
fuerzas políticas. A pesar de ello, su puesta en marcha contribuyó 
a deslegitimar la acción del Estado en la lucha que llevaba contra 
ETA dentro de los márgenes de la ley15.

A las acciones desarrolladas por los GAL habría que sumar 
otros hechos oscuros e igualmente dramáticos que tuvieron lugar 
en aquella época. Uno de los más conocidos fue el que desembocó 
en la muerte por ahogamiento de Mikel Zabalza, un conductor de 
autobuses empleado en la compañía del Tranvía de San Sebastián, 
que falleció tras ser detenido e interrogado por agentes de la Guar-
dia Civil en el cuartel de Inchaurrondo16. Los hechos ocurrieron 
un día después de que la organización terrorista asesinase a dos 
militares en la capital guipuzcoana, ametrallados en una furgoneta 
de la Armada en la que viajaban junto a otros compañeros (véase 
capítulo I). En el operativo desplegado por el servicio de infor-
mación de la Benemérita para tratar de detener a los responsables 
de aquel ataque lo fueron el citado Mikel Zabalza, su novia y un 
primo, así como dos hermanos suyos, aunque en este caso fueron 
puestos en libertad poco más tarde. Según consta en el auto del 
Juez de Instrucción número 1 de San Sebastián, con fecha de 13 
de abril de 1988, el detenido intentó escapar arrojándose al río 
Bidasoa a su paso por Endarlaza, cuando era conducido por un 
teniente y dos agentes de la Guardia Civil para ayudar a localizar 
un zulo de ETA. La fuga, siguiendo el citado auto, se produjo tras 
revolverse el detenido contra el oficial que lo llevaba esposado y 
agarrado por el brazo, golpeándole en los testículos. Mikel Zabal-
za habría aprovechado entonces para introducirse por un hueco 
que existía en la pared izquierda del túnel por el que caminaban 
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para desaparecer poco después por un abrupto «sendero entre la 
maleza que termina en un pronunciamiento pendiente, casi verti-
cal, en el río Bidasoa»17.

El 15 de diciembre, veinte días después de aquellos hechos, el 
cuerpo sin vida de Zabalza apareció en ese mismo lugar con las 
manos esposadas, a pesar de que la zona había sido intensamen-
te rastreada por voluntarios y miembros de la Cruz Roja durante 
aquellas semanas18. El caso y las circunstancias que lo rodearon 
levantaron una fuerte polémica y pusieron el foco de la sospecha 
acerca de las circunstancias de la muerte de Mikel Zabalza, sobre 
todo cuando varios detenidos en el mismo operativo declararon 
que habían escuchado los gritos de la víctima mientras era inte-
rrogado –y supuestamente torturado– por agentes de la Guardia 
Civil en el cuartel de Inchaurrondo. Sin embargo, las autoridades 
negaron taxativamente que el conductor y el resto de detenidos 
hubieran sido objeto de malos tratos, algo que quedó ratificado 
por el auto de la Audiencia Provincial  de Guipúzcoa tras estudiar 
las diferentes declaraciones efectuadas por Manuel María Bizcay 
Zabalza e Idoia Aierbe, el primo y la novia del fallecido, detenidos 
en la misma operación, donde presentaban claras contradiccio-
nes19. Dos tenientes y un agente de este cuerpo fueron procesados 
a raíz de aquellos hechos en la primera fase de la investigación. A 
pesar de ello, la citada Audiencia cerró provisionalmente el caso 
por falta de pruebas. 

Siete años más tarde, en 1995, el juez Andreu, titular enton-
ces del Juzgado de Instrucción número 1 de San Sebastián, en 
el que se encontraba archivado el caso, ordenó la reapertura del 
mismo al conocerse por escrito la confesión del entonces capi-
tán de la Guardia Civil Pedro Gómez Nieto al teniente coronel 
Perote donde se dejaba constancia del fallecimiento de Zabalza 
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por asfixia en el transcurso de un interrogatorio que habría tenido 
lugar en el cuartel de Inchaurrondo20. El tribunal denegó la prue-
ba porque «no presenta(ba) una mínima calidad convictiva»21. Casi 
quince años después, en junio de 2010, la Audiencia Provincial de 
Gipuzkoa confirmó nuevamente el archivo de la investigación sin 
que se determinasen responsabilidades, tras rechazar el recurso 
de las acusaciones (la familia, el Ayuntamiento de San Sebastián 
y Torturaren Aurkako Taldea). En su auto, el tribunal admitió que, 
tras veinticinco años de investigación judicial, seguían vigentes di-
ferentes hipótesis para explicar la muerte de Mikel Zabalza –«su-
mersión en el río Bidasoa, sumersión en un medio líquido distinto 
y asfixia violenta»– y descartó ya la posibilidad de que muriera 
como consecuencia de un proceso cardio respiratorio de origen 
patológico. Además, el tribunal consideró «agotada la investiga-
ción respecto a las circunstancias» del fallecimiento y concluyó 
«que no ha quedado debidamente justificada la perpetración de los 
hechos que motivó la apertura de la causa penal»22. 

Sin embargo, en febrero de 2021, el diario Público difundió la 
transcripción de los audios de aquella conversación entre Gómez 
Nieto y Perote, donde se escuchaba perfectamente su contenido. 
Hechos como aquellos contribuyeron, sin duda, a seguir extendien-
do la sombra de una duda sobre la existencia, en algunos casos, de 
malos tratos y torturas infligidos por parte de las FCSE durante los 
interrogatorios efectuados, tanto a miembros de ETA como a otros 
ciudadanos que nada tenían que ver con la organización terrorista.

Aunque el terrorismo descendió en su intensidad desde prin-
cipios de los ochenta, este se mantendría durante muchos años en 
unos niveles desconocidos en cualquier otra sociedad del entorno 
más próximo, con excepción del caso irlandés, y ello solo fue po-
sible gracias a los importantes apoyos sociales que tendría hasta 
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finales del siglo XX. Pese a todo, como ha afirmado Juan Pablo 
Fusi, la vida cotidiana del País Vasco mostraba una desconcertante 
normalidad, como si viviera ajena al tremendo drama que afectaba 
a miles de personas que se sentían (y estaban realmente) amenaza-
das. Los éxitos deportivos de los equipos del fútbol vasco de los 
primeros años ochenta, el desarrollo de una universidad propia y 
de todo un abanico de expresiones artísticas y culturales, alrededor 
de unas capitales cada vez más modernas y cosmopolitas, convi-
vían en el espacio y en el tiempo en una aparente normalidad con 
un clima de miedo que afectaba a una parte significativa de esa 
misma sociedad. Buena parte de ella se acostumbró a convivir con 
la violencia y el terrorismo23. 

Hubo que esperar a mediados de los años ochenta para asis-
tir a la formación de las primeras asociaciones pacifistas que co-
menzaron a romper con su presencia pública en las calles el si-
lencio y la apatía que mostraba la sociedad vasca frente al terror. 
La aparición de los colectivos pacifistas (Asociación por la Paz 
de Euskal Herria y más tarde de Gesto por la Paz) constituyó la 
primera respuesta ciudadana articulada al margen de la disciplina 
y organización de los partidos políticos. Aunque la mayor parte de 
las formaciones, salvo HB, estaba y se manifestaba en contra del 
terrorismo de ETA, su unidad solo consiguió materializarse en 
1988 a partir de la firma del Pacto de Ajuria Enea. Fue, sin duda, 
un acuerdo importante en su momento, que permitió durante una 
década, hasta su ruptura en 1998, visibilizar la voluntad de los par-
tidos democráticos para avanzar en la deslegitimación del terror 
como instrumento político y profundizar en el autogobierno.

A lo largo del periodo que abordamos en este trabajo (1982-
1994) se produjeron importantes avances en la lucha contra el terro-
rismo. La labor de la Policía y la Guardia Civil resultó fundamental 
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para comenzar a ganar la batalla contra ETA. Tanto las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado como la Justicia siguieron actuan-
do con firmeza y pagaron un alto precio por ello. Durante aquellos 
años la organización terrorista y otros grupos de su entorno, como 
los CAA, asesinaron a 145 miembros de las FCSE. Además, en su 
enfrentamiento directo contra el sistema democrático ETA acabó 
con la vida de la fiscal de la Audiencia Nacional Carmen Tagle. Su 
asesinato conmocionó a la judicatura. Hasta ese momento la ban-
da terrorista había matado en noviembre de 1978 a Juan Francisco 
Mateu Cánoves, magistrado del Tribunal Supremo24 y había atenta-
do unos meses más tarde, en enero de 1979, contra Vicente Goñi 
Larumbe, magistrado de Trabajo, aunque este logró salvar su vida 
al detectar el explosivo colocado bajo su coche por un comando de 
la banda terrorista.

Sin embargo, el asesinato de la fiscal Carmen Tagle, cometido 
el 12 de septiembre de 1989, tuvo otra significación política, dado 
su protagonismo directo en la lucha contra ETA. Unos meses an-
tes había viajado a Francia en compañía del juez Garzón y los po-
licías Enrique Díaz Pintado y Emiliano Calzada para interrogar a 
los miembros de la organización Elena Beloki, Santiago Arróspide 
Sarasola, Santi Potros y José Antonio Urruticoechea, Josu Ternera, 
detenidos y encarcelados en el vecino país. El encuentro fue extre-
madamente tenso, como trascendió después a través de la prensa. 
Cuando meses más tarde la Guardia Civil detuvo a Henri Parot, 
autor del asesinato de Carmen Tagle, este declaró que Francisco 
Mújica Garmendia, Pakito, le había ordenado que acabase con su 
vida, porque «siempre pedía las penas más altas» para los miembros 
de la banda terrorista. Además, según apuntó el detenido, «había 
estado en el interrogatorio de Josu Ternera». Como posteriormente 
afirmó el juez Garzón, «aquel cara a cara afectó a Carmen Tagle, 
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pero no varió en absoluto ni su trabajo ni su firme postura como 
fiscal de la Audiencia Nacional. Estaríamos apañados en el porvenir 
de las libertades si los pliegues de las togas se arrugaran por el miedo 
a la verdad», manifestó al ministro de Justicia, Enrique Múgica25.

A lo largo de este periodo el terrorismo abertzale amplió sus 
amenaza contra otros sectores, como los funcionarios de prisiones. 
El 14 de octubre de 1983 ETA militar secuestró y mató en el Puerto 
de Santa María (Cádiz) a Alfredo Jorge Suar Muro, médico pediatra 
y facultativo del penal de aquella localidad. Ese  día, sobre las 18:00 
horas, un pistolero de esta organización entró en la consulta del 
doctor y se lo llevó por la fuerza. Poco después su cuerpo sin vida 
apareció en un coche con dos disparos, uno en la cabeza y otro alo-
jado en la columna vertebral. Cuatro días más tarde, la banda terro-
rista asumió la autoría del crimen y aprovechó la circunstancia para 
amenazar de muerte a todos los funcionarios de prisiones. Aunque 
el atentado provocó una importante alarma, especialmente entre 
los trabajadores que cumplían su servicio en la prisiones donde se 
encontraban encarcelados miembros de ETA, no volvieron a pro-
ducirse nuevos atentados hasta finales de la década de los ochenta. 
El 14 de marzo de 1988, dos afiliadas de la Confederación de Sin-
dicatos Independientes de Funcionarios (CSIF) resultaron heridas 
al hacer explosión otro paquete bomba enviado a un funcionario 
de prisiones. Ese día la organización terrorista trató de matar con 
el mismo procedimiento a los directores de las prisiones de Daroca 
y Herrera de la Mancha, sin embargo, los explosivos lograron ser 
detectados e inutilizados. Durante aquella época ETA repitió estos 
intentos hasta en siete ocasiones, aunque las FCSE consiguieron 
evitar que los terroristas consiguieran sus objetivos26.

El 11 de agosto de 1989 Conrada Muñoz Herrera abrió un 
paquete enviado a nombre de su hijo Dionisio, un funcionario 
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de prisiones que trabajaba en el centro penitenciario de Salto del 
Moro en Las Palmas de Gran Canaria. El envío contenía una bom-
ba que hizo explosión y alcanzó a la mujer provocándole heridas 
muy graves. Aunque esta fue trasladada de urgencia a un hospital 
de Granada, ingresó cadáver. La deflagración hirió a otro de sus 
hijos y a una sobrina de la fallecida. El día anterior, otro funcio-
nario, llamado Juan Antonio Piñero había recogido un paquete 
similar, pero al sospechar de su contenido lo llevó a la prisión de 
Murcia donde estaba destinado. Allí el detector del centro iden-
tificó el contenido del envío y el artefacto fue desactivado por 
la Policía27. Unos meses más tarde, el  28 de marzo de 1990, una 
empleada de Correos, Pilar Fernández, resultó herida al estallar 
una carta explosiva remitida a un funcionario que trabajaba en el 
centro penitenciario de Alcalá-Meco28. 

Para evitar más fallos los etarras cambiaron de táctica y ter-
minaron recurriendo a un método que habían puesto en práctica 
con éxito cientos de veces: el tiro en la nuca. El 13 de marzo de 
1990 un pistolero acabó de este modo con la vida de Ángel Jesús 
Mota Iglesias, un funcionario de prisiones que trabajaba en la cárcel 
de Martutene. El atentado tuvo lugar en San Sebastián tanto solo 
unas horas después de que la organización terrorista difundiera 
un comunicado en el que manifestaba su predisposición a iniciar 
una tregua si el Gobierno aceptaba públicamente los acuerdos de 
las conversaciones de Argel que habían iniciado unos meses antes, 
como se aborda más adelante. El crimen fue especialmente dra-
mático por las circunstancias en que ocurrió. La tarde del 13 de 
marzo de 1990, cuando Ángel Jesús Mota sostenía a su hijo de seis 
meses de edad entre los brazos y se disponía a acomodarlo en la 
silla de niño dentro de su furgoneta, un pistolero de ETA le tiroteó 
a bocajarro y acabó con su vida. La terrible escena tuvo lugar en 



introducción

37

presencia de su mujer.  Pocos días más tarde, la organización terro-
rista hizo público un comunicado en el que amenazó directamente 
a «todos los funcionarios de los ministerios de Justicia e Interior» y 
pasó a considerarles «objetivos militares». Para ETA y su entorno 
estos trabajadores eran solo eran un engranaje más de la maqui-
naria del Estado contra los «presos vascos». Los partidos políticos 
del «bloque democrático» condenaron el atentado, rechazaron la 
«oferta» lanzada por ETA sobre la apertura de una conversaciones 
con el Gobierno y tacharon el comunicado de cínico, al plantearlo 
en aquellas circunstancias, unas horas antes de aquel cruel asesina-
to29. Pero, además, el atentado tuvo graves consecuencias. Alrede-
dor de doce mil funcionarios de prisiones de la práctica totalidad de 
los centros penitenciarios toda España, incluidos los tres del País 
Vasco, se declararon en huelga, llegando a producirse importantes 
incidentes en más de una docena de cárceles, que en algunos casos 
terminaron derivando en verdaderos motines30.

Tres años más tarde, el 22 de enero de 1993, la banda confir-
mó de forma sangrienta aquel señalamiento y acabó con la vida 
de José Ramón Domínguez Burillo, otro funcionario de prisiones 
que trabajaba como educador en la misma prisión de Martutene. 
Este nuevo atentado, que también tuvo lugar en San Sebastián, 
volvió a provocar una gran conmoción en los centros penitencia-
rios de todo el país, donde se produjeron paros que fueron secun-
dados masivamente por los funcionarios de prisiones e incluso 
por numerosos presos. En la cárcel donostiarra varios miembros 
de la organización terrorista que en aquellos momentos se encon-
traban en vías de reinserción se sumaron a los actos de protestas 
por el asesinato de José Ramón Domínguez Burillo31. El atentado 
fue interpretado en diversos medios como un ataque directo de la 
banda contra la política impulsada por el Gobierno para facilitar la 
reinserción de los presos de ETA que renunciasen a la violencia32.


